Ref. Adhesión a la DEMANDA DE NULIDAD POR INCONSTITUCIONALIDAD del DECRETO N° 2248 de fecha 24 de febrero de 2016 publicado en el Nro. 40.855 de la Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela (Expediente No 2016-0358/DA-JS)

Ciudadana

PRESIDENTA Y DEMÁS MAGISTRADOS DE LA SALA POLÍTICO-ADMINISTRATIVA DEL TRIBUNAL SUPREMO DE JUSTICIA

Su Despacho.-

Nosotros, Andrés Bernardo Cáceres Díaz, titular de la cédula de identidad No. 8.901.365; Edgardo Francisco Gómez, titular de la cédula de identidad No. 5.631.098, todos venezolanos y venezolanas, mayores de edad, actuando en ejercicio de nuestros propios derechos y al mismo tiempo en la condición de integrantes de los movimientos ambientalistas y movimientos políticos siguientes: FRENTE NACIONAL AMBIENTALISTA, PLATAFORMA POR LA AUDITORIA PUBLICA, acudimos ante su competente autoridad, conforme a lo previsto en el numeral 3, del artículo 370 del Código de Procedimiento Civil, con el objeto de adherirnos a la DEMANDA DE NULIDAD POR INCONSTITUCIONALIDAD (Expediente No 2016-0358/DA-JS), con medida cautelar de suspensión de los efectos, contra el acto administrativo de efectos generales, contenido en el Decreto Nro. 2.248, de fecha 24 de febrero de 2016, publicado en la Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela, Número 40.855, mediante el cual se crea la Zona de Desarrollo Estratégico Nacional “Arco Minero del Orinoco”, dictado por el Presidente de la República Bolivariana de Venezuela.

UNICO

DE LA LEGITIMIDAD

Aun cuando para adherirse a dicha acción basta nuestra cualidad de ciudadanos venezolanos, hemos estimado necesario, dejar expresa constancia de nuestro particular interés en la derogación del acto normativo objeto de recurso.

Las razones que motivan esta iniciativa son las siguientes: 
1. Según lo establecido en el artículo 129 de la Constitución “Todas las actividades susceptibles de generar daños a los ecosistemas  deben ser previamente acompañados de estudios de impacto ambiental y sociocultural. (…)¨  Sin embargo, la apertura a la explotación intensiva por la megaminería de 111.800 kilómetros cuadrados, 12 % del territorio nacional, del cual forman parte Áreas Bajo Régimen Especial (ABRAE) y el hábitat de pueblos originarios  y sus culturas ancestrales, ambos protegidos por nuestra Carta Magna y la legislación especial respectiva, se hizo sin cumplir ese requisito constitucional y legal. La gravedad de esta omisión  es  aún más preocupante, por el reconocimiento oficial de que no se formuló previamente un plan para el desarrollo del Arco Minero del Orinoco, lo cual revela improvisación y desapego a la importancia estratégica y simbólica que tiene para la sociedad venezolana y sus futuras generaciones, la preservación de los frágiles ecosistemas de la Orinoquia  y el escudo guyanés,  que son  patrimonio natural y cultural de la Nación. Importancia que deviene por ser la principal reserva de agua dulce y biodiversidad del país con un valor inconmensurable, muy superior al del petróleo y el oro, porque de sus entrañas nacen los afluentes que nutren los ríos Orinoco y el Caroní, de los cuales depende la funcionalidad  del eje fluvial Orinoco-Apure y el Sistema Hidroeléctrico del Caroní, sustento energético del complejo industrial de Guayana.  
2. La ejecución del Decreto 2.248 para el desarrollo del Arco Minero de Orinoco a través de la megaminería a gran escala, dañará irreversiblemente los frágiles ecosistemas mega-biodiversos protegidos (ABRAE), patrimonio natural intergeneracional.  Supone la intervención entre otras, de las cuencas de los ríos Cuchivero, Caura, Aro y Cuyuní  y de las Áreas Bajo Régiman Especial (ABRAE): Parque Nacional Jaua-Sarisariñama, Reserva Forestal Caura, Monumentos Naturales Ichún-Guanacoco, Cerro Guiquinima y la Zona Protectora del Sur de Bolívar.  Allí habitan los pueblos originarios Warao, Akawayo, E'Ñepa, Pumé, Mapoyo, Kariña, Arawak, Piaroas, Yekwanas, y Senemá, amenazados en su integridad sociocultural por la ejecución del decreto 2.248 que crea el Arco Minero del Orinoco. La megaminería se basa en la desforestación y remoción masiva de suelos que no podrán ser recuperados por su constitución estructural. Así, se hará irreversible la devastación de los ecosistemas y se materializará el etnocidio  de nuestros pueblos originarios que habitan en esa región. Al afectarse su hábitat  se destruirá su integridad  sociocultural violándose artículos 120 y 123 de la Constitución.
3. EL Decreto 2.248, lesiona la soberanía al crear un Estado de Excepción permanente en el territorio del llamado “Arco Minero del Orinoco”, porque en el mismo suspende la aplicación de algunos dispositivos fundamentales de la Constitución  y desaplica  normativas  establecidas en el la Ley Orgánica del Ambiente (LOA), Ley Orgánica de Aguas,  Ley de Gestión de Diversidad Biológica, Ley Forestal de Suelos y Aguas (LFSA),  Ley Orgánica del Trabajo , los Trabajadores y Trabajadoras (LOTTT), Ley Orgánica de los Pueblos y Comunidades Indígenas (LOPCI), Ley Orgánica de Contraloría (LOC) y los Tratados Internacionales suscritos por la República sobre la materia ambiental, derechos humanos y derechos de los pueblos y comunidades indígenas. El decreto 2.248 Se enfoca exclusivamente en la explotación minera a través de la megaminería basada en el uso de sustancias altamente tóxicas, como el cianuro (usado para la explotación de oro y plata), buscando el máximo beneficio  económico en la explotación de los yacimientos minerales estratégicos. El impacto político, sociocultural y ambiental quedarán subordinados a la consecución de una  alta rentabilidad, que satisfaga las expectativas de los inversionistas y empresas transnacionales mineras, sin importar la destrucción irreversible que esa actividad acarreará en ecosistemas vitales para el país y para la integridad sociocultural de los pueblos y comunidades indígenas que allí habitan. Esa motivación exclusivamente económica, de corte  minero extractivista  y profundamente rentista, constituye el así llamado “objetivo” del decreto 2.248 elevado a la categoría de “interés general”,  al cual  se supedita  cualquier  otro, según lo establece  en  su artículo  25:  “Ningún interés particular, gremial, sindical, de asociaciones o grupos, o sus normativas, prevalecerá sobre el interés general en el cumplimiento del objetivo contenido en el presente decreto. Los sujetos que ejecuten o promuevan actuaciones materiales tendentes a la obstaculización de las operaciones totales o parciales de las actividades productivas de la Zona de Desarrollo Estratégica creada en este decreto serán sancionados conforme al ordenamiento jurídico aplicable. Los organismos de seguridad del estado llevarán a cabo las acciones inmediatas necesarias para salvaguardar el normal desenvolvimiento de las actividades previstas en los Planes de la Zona de Desarrollo Estratégico Nacional Arco Minero del Orinoco, así como la ejecución de lo dispuesto en este artículo”.  El “interés general”  es el de las corporaciones mineras  y la obtención de la máxima renta minera, mientras el “interés particular”  es el de las comunidades y pueblos indígenas que defienden sus derechos a existir, el de los trabajadores que exijan sus reivindicaciones y derechos, el de los ciudadanos que luchen por la integridad territorial  y la soberanía nacional,  el de aquellos que defiendan el derecho de estas y las futuras generaciones al acceso al agua y a sustentar la vida. Así, se criminaliza toda acción popular contra los desmanes de la megaminería depredadora, en un territorio en donde se otorgarán concesiones mineras a 150 empresas transnacionales de 35 países por 40 años o más, en el cual se establecerán enclaves territoriales que comprometen la soberanía nacional.

4. Los flujos del ciclo de agua deben ser respetados en su integridad sistémica tal como lo establecen la Constitución en su artículo 304 y la Ley Orgánica de Aguas en su artículo 55.  A esos fines ésta última Ley establece en su artículo 5.2: “El agua es insustituible para la vida, el bienestar humano, el desarrollo social y económico, constituyendo un recurso fundamental para la erradicación de la pobreza y debe ser manejada respetando la unidad del ciclo hidrológico”. 11) “La conservación del agua, en cualquiera de sus fuentes y estados físicos, prevalecerá sobre cualquier otro interés de carácter económico o social”. La megaminería promovida por el Decreto 2.248, contaminará y sedimentará los ríos, destruirá acuíferos y manantiales, desforestará de manera masiva el territorio afectando las cuencas y con ello el suministro de agua a los centros poblados,  provocará el efecto Drenaje Ácido la Mina (DAM) hacia las aguas superficiales y subterráneas, impulsará la erosión y la desertización, ocasionará la contaminación de las aguas por metales pesados, facilitará las crecidas e inundaciones en los períodos de lluvia  debido a la pérdida de capacidad de retención del suelo por la desforestación y alterará  el equilibrio del ciclo hidrológico. Por lo que ese tipo de minería es incompatible con la preservación de “los flujos del ciclo de agua”  y por ello, el Decreto 2.248 es inconstitucional e ilegal.

5. El proyecto de explotación minera expuesto en dicho decreto pone en riesgo la reserva de agua dulce más importante del país, pudiendo acentuar las fuertes sequías que se han generado en los últimos años y a su vez profundizar la crisis eléctrica. La devastación y deforestación que generaría la actividad minera afectaría directamente la cuenca del Caroní, escenario preocupante, si se toma en cuenta que el 70% de la electricidad del país proviene de las represas de dicha Zona.
6. Por ser un veneno que puede ocasionar graves daños irreparables a la salud y al ambiente, el Parlamento Europeo, mediante resolución número P7 TA 0145 de 2010, se pronunció por la prohibición del uso del cianuro en el cual se basa la megaminería para extraer el oro. “(...)  “es una sustancia química altamente tóxica, “clasificada como uno de los principales contaminantes y que puede tener un impacto catastrófico e irreversible en la salud humana y el medio ambiente y, por ende, en la diversidad biológica”. La megaminería utiliza el cianuro para lograr altos niveles de rentabilidad al lograrse una recuperación del 97%.  El decreto 2.248 deja abierto el uso el uso de este tóxico, que ha ocasionado infinidad de accidentes letales  en el ámbito global. 
7. El Decreto 2.248 que regula el Arco Minero del Orinoco, crea un “régimen especial de contrataciones públicas” (Artículo  16) al margen de la Ley Orgánica de Contraloría y sus Reglamentos, limitando al control posterior las actuaciones de la Contraloría General de la República,  al subordinarla a “(...) los parámetros establecidos en el presente Decreto Ley”. Por el carácter de empresas públicas que tendrán las  asociaciones estratégicas del Estado con las empresas transnacionales, bajo la figura de empresas mixtas en las  cuales el control accionario lo tendrá el Estado con el 55% del capital social, deben someterse al control administrativo,  tal como establece la Constitución y la  Ley. Por lo tanto,  el Decreto 2.248 violenta la Constitución y  por ello es írrito y está viciado de nulidad absoluta.

8. En franca violación de la Constitución, el decreto 2.248 no fue sometido a la consulta previa, en sus propios idiomas, a los pueblos y comunidades indígenas, como lo establece el capítulo II de la Ley Orgánica de los Pueblos y Comunidades Indígenas (LOPCI), en sus artículo 11 y 12.  
De modo que es indiscutible nuestro especial interés en que el aludido decreto sea anulado, para lo cual, hacemos nuestros los argumentos de hecho y de derecho en que se fundamenta la demanda a la que nos adherimos.

Con base en las consideraciones expuestas, solicitamos la celeridad en la adopción de las medidas cautelares contenidas en el referido recurso de nulidad, para detener sus efectos, mientras se adelanta el proceso, a fin de evitar que las decisiones derivadas del mismo que viene tomando el Ejecutivo Nacional, provoquen daños irreversibles para la República. Es justicia.
Pedimos que este escrito se agregue al expediente de la causa y se tramite conforme a derecho.

En Caracas, a la fecha de su presentación

